
 

 

Comunicado a la Opinión Pública No. 10 
Al respecto de las últimas noticias que mencionan  

a las Estructuras Armadas del Valle de Aburrá 

 “El único medio de vencer en una guerra es evitarla 

Marshall”. 

Los voceros de las Estructuras Armadas del Valle de Aburrá presentes en el Centro 

Carcelario La Paz (Itagüí), hemos venido manifestando nuestro interés en lograr un proceso 

de diálogo socio jurídico transparente e inclusivo. 

Este llamado, realizado a través de nuestros comunicados y de la intervención de algunos de 

nuestros voceros en las Audiencias Públicas desarrolladas en la ciudad de Medellín han 

buscado que las administraciones locales del Valle de Aburrá y del Departamento de 

Antioquia hagan presencia en la Mesa. A pesar del interés de las Delegaciones por integrar a 

las autoridades territoriales éstas han guardado silencio mientras participan de una narrativa 

orientada a descalificar la participación de los voceros de las Estructuras en los Diálogos 

Socio Jurídicos promovidos por el Gobierno Nacional, este relato se ha concretado en 

diversos señalamientos en medios de comunicación nacionales y regionales que relacionan a 

voceros como líderes activos de estructuras criminales o responsables de conflictos que se 

dan en otras regiones del Departamento. 

Por ejemplo, de manera reciente un medio de comunicación nacional aseveró que Gustavo 

Adolfo Pérez –recientemente liberado del Centro Carcelario La Paz- es un integrante activo 

de una de las estructuras armadas, esto, además de ser sumamente calumnioso, pretende 

instalar un mensaje en la cual la única y exclusiva forma de tramitar los conflictos urbanos 

es por medio de una pretendida mano dura que presente a los detractores de la Mesa como 

los alguaciles que llevan orden y tranquilidad a un escenario de anarquía y descontrol. En 

definitiva, la típica receta de una tormenta mortal frente a la cual se nos presenta un redentor 

que aquieta las aguas por medio de sus poderes divinos. 

Dentro de esta misma narrativa se encuentra la intención de responsabilizar a las Estructuras 

del Valle de Aburrá del aumento en los datos de violencia ocurrido en diversas regiones del 

Departamento, que para algunos profesionales de la comunicación responde a una práctica 

de “colonización criminal”. Por otro lado, los medios de comunicación regionales operan 

también de caja de resonancia para otro escenario en el que las Estructuras resultan siendo 

los enemigos elegidos de la emisión, nos referimos a la campaña en contra de la explotación 

sexual de niños, niñas y adolescentes, última cruzada de una administración local que se 

encuentra en busca de un enemigo versátil que quepa en todos los escenarios, ese enemigo 

son las Estructuras. Quienes desde el momento que han mostrado su voluntad por participar 

en escenarios de construcción de paz urbana se han convertido en los enemigos perfectos 



 

 

para una administración local que hace de la guerra y la paz una bandera que agita a 

conveniencia.   

Volviendo a la narrativa, que a nuestro concepto se desarrolla con claros intereses políticos, 

expresamos nuestro más enfático rechazo, y volvemos a reiterar que es de nuestro mayor 

interés que el desarrollo de los procesos de Diálogo Socio Jurídico esté sometido al mayor 

escrutinio de la ciudadanía y de las instituciones del Valle de Aburrá y del Departamento. 

Estos hechos nos llevan a concluir que la ausencia de dichas autoridades busca propiciar un 

escenario de opacidad que afectan los diálogos en desarrollo. 

Esta imagen rivaliza con uno de los grandes aprendizajes a partir de nuestra participación en 

la Mesa: El maestro de esta lección es la Corte Constitucional, Corporación que en su  

primera determinación frente a las demandas de constitucionalidad contra la Ley 2272 de 

2022 estableció que la política de seguridad y la política de paz no son antagónicas y que la 

política del garrote no es el único método, constitucionalmente hablando, para la resolución 

del conflicto ni las violencias que afecta nuestro país, es más, refiere de la necesidad de 

contemplar mecanismos negociados para resolver problemas de violencia generalizada, entre 

las cuales se cuenta las violencias urbanas, como parte del mandato constitucional. 

Por ello, animamos a la ciudadanía, a las instituciones locales y regionales, y también a los 

medios de comunicación, a propiciar un ejercicio informativo responsable con la verdad y 

las expectativas de las comunidades en que las estructuras armadas realicen un tránsito a la 

legalidad y al Estado de Derecho con profundas transformaciones socio económicas de los 

territorios del Valle de Aburrá que más lo necesitan.   

Repetimos la invitación a las autoridades locales y departamentales a que hagan presencia en 

la Mesa de Diálogo Socio Jurídico de la Paz. Esta presencia podría generar las condiciones 

para que hechos de paz sean una realidad a lo largo y ancho del Departamento de Antioquia. 

 

Con la firme convicción que en la paz urbana se encuentra el futuro y la prosperidad 

del Valle de Aburrá. 

 

Voceros 

Estructuras Armadas del Valle de Aburrá 

Espacio de Diálogo Socio Jurídico 

Centro Carcelario La Paz  

(Itagüí/Antioquia). 

 

 



 

 

 

 

 

 


